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1. PROVIDENCIAS DE ÉSTA CORPORACIÓN
1.1. M. P. BOLAÑOS PALACIOS FERNÁNDO LEÓN  Rad. 11001600001320111193901 (17-02-12) FLAGRANCIA - Rebaja de pena por allanamiento - Inaplicación por inconstitucionalidad del artículo 57 de la ley 1453 de 2011 que introdujo un parágrafo al artículo 301 de la ley 906 de 2004. 

 “4. Siendo evidente que el parágrafo introducido al artículo 301 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), por el del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, ofrece dificultades para articular armónicamente con los ordenamientos sustantivo y adjetivo, es necesario acoger de entre las alternativas propuestas la solución que compagine más con los principios pro libertatis y pro homine, que gravitan en el sistema de juzgamiento colombiano, pues la libertad personal es uno de los más caros derechos fundamentales.

(…)
Ahora bien, las reglas de derecho penal interno que son reflejo o desarrollo de tratados internacionales de derechos humanos, también deben ser interpretadas de acuerdo con la regla pro homine, ingresado a la legislación nacional a través del bloque de constitucionalidad; y en la medida en que el Estado colombiano se funda en el reconocimiento de la dignidad humana y la libertad como principios esenciales. (Artículos 1, 13 y 24 de la Carta).

Con tal convicción, esta Sala de Decisión del Tribunal Superior de Bogotá se identifica más con los lineamientos del salvamento de voto suscrito por el H. magistrado Sigifredo Espinosa Pérez; y no encuentra mejor salida que inaplicar el parágrafo del artículo 301 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), modificado por artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, por resultar inconstitucional, en tanto todos los intentos por aplicarlo fuerzan interpretaciones que culminan contrariando los principios de igualdad, favor rei y pro libertatis.

5. La libertad de configuración legislativa, radicada en cabeza del Congreso de la República (artículos 29 y 150 numerales 1 y 2° de la Carta), es amplia, pero no arbitraria ni inconsulta. Tiene límites derivados de la Constitución Política, según los temas específicos; los derechos fundamentales y el bloque de constitucionalidad, especialmente cuando se trata de reglamentar asuntos penales o de procedimiento penal.

(…)
En así que, es viable predicar inconstitucionalidad de los preceptos legales destinados a afectar los derechos fundamentales, cuando son expedidos sin apreciación de circunstancias diferenciales, sin ponderación de los supuestos donde la norma va a incidir y sin atribución razonable de consecuencias a las conductas humanas ni al desempeño procesal. De igual manera, cabe la excepción de inconstitucionalidad, si la ley concreta adolece de vacíos o incongruencias relevantes, al punto que cualquier interpretación que se haga de la misma, culminaría conspirando contra los derechos sustanciales de los destinatarios.

El parágrafo del artículo 301 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), adicionado por el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, merece todas las críticas anteriores, de ahí que al no poderse aplicar sin violentar la Constitución Política, deber prevalecer ésta, en atención al claro mandato del artículo 4°, que estatuye la supremacía de la Carta.

Por similares razones, esta Sala del Tribunal Superior encuentra atendibles las glosas que hizo el magistrado Sigifredo Espinosa Pérez, en el salvamento parcial de voto a la Sentencia del 5 de septiembre de 2011 (radicación 36502) proferida por la Sala de Casación Penal.
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En especial, puesto que, para rescatar la vigencia del mencionado parágrafo, la Sala mayoritaria de la Corte concluye que en casos de flagrancia, todo allanamiento o aceptación de cargos, sin importar la fase procesal donde se produzca, da lugar a la rebaja de la cuarta parte de la pena; solución que riñe con el derecho a la igualdad, dado que éste también se vulnera cuando se ofrece una respuesta igual frente a diversos presupuestos fácticos.

Baste observar que no es lo mismo, en términos de colaboración con la administración judicial, admitir los cargos en la audiencia de imputación, que en la etapa de juzgamiento; y en consecuencia, la disminución de la pena tampoco puede ser igual en uno y otro evento.

(…)

7. Por supuesto, esta Sala de Decisión del Tribunal Superior de Bogotá reconoce y acoge el poder vinculante de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que en realidad contribuye a cimentar la mayoría de nuestras decisiones. Sin embargo, también forma parte del Estado social, democrático y de derecho, apartarse de una de aquellas pautas interpretativas, máxime si está vertida a la manera de obiter dicta, y se tienen razones para pensar –sin ninguna otra pretensión que la de acertar- que otras visiones se muestran más compatibles con la Constitución Política.

(…)

Además, la postura de la Sala mayoritaria de Casación Penal podría auspiciar interpretaciones restrictivas en perjuicio del derecho a la libertad personal, contrarias a la regla pro homine; y con distancia del principio de estricta legalidad, pues la remisión que hace el nuevo parágrafo del artículo 301 del Código de Procedimiento Penal, es exclusivamente al artículo 351 ibídem; sin que sea admisible, en malam partem, hacer extensiva la restricción a los otros artículos, entre ellos 352 y 356 numeral 5°, puesto que las imprecisiones en que incurre el legislador, al mencionar la rebaja sobre el “beneficio” y dejar intacto en otras partes que la rebaja es sobre “la pena imponible”, no encuentran una hermenéutica confiable sin correr el riesgo de salvar la norma forzadamente con sacrificio de preciados derechos fundamentales.

9. En ese orden de ideas, la Sala de Decisión concluye que asiste razón a la defensa, en cuanto sostiene que el parágrafo del artículo 301 del Código de Procedimiento Penal, introducido por el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, no compagina con la Constitución Política de Colombia, por las siguientes razones:

i) Fue concebido directamente para incidir en la libertad de las personas; y, no obstante, no contiene supuestos ni consecuencias claras y precisas, como debiera, para hacer operante el principio de estricta legalidad.

ii) La libertad de configuración se limita por la razonabilidad en todos los frentes, cuando la ley expedida va a incidir en el derecho fundamental a la libertad. Si ocurre, como en la norma que se examina, que por más esfuerzos interpretativos que se hagan, las soluciones culminarían sacrificando derechos fundamentales, entonces es preciso que el Juez inaplique el precepto en cuestión.

iii) Si no es el legislador, sino la jurisprudencia la que para llenar vacíos normativos termina creando una nueva norma jurídica, resulta menoscabado el derecho fundamental al debido proceso, previsto en el artículo 29 de la Carta, en cuanto sólo el Congreso de la República está facultado para generar las leyes preexistentes al acto que se imputa; y sólo al legislador está asignada la facultad de restringir la libertad de las personas a través de la ley.
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iv) Sin realizar una interpretación extensiva con sacrificio del principio pro libertatis, sería necesario concluir que la rebaja de la cuarta (1/4) parte “del beneficio” opera exclusivamente para los capturados en flagrancia que se allanen a cargos en la audiencia de imputación según el artículo 351 de la Ley 906 de 2004; y, entonces, se vulneraría el derecho a la igualdad frente a los casos de flagrancia cuyos implicados admitan los cargos posteriormente –desde que se presenta la acusación hasta el momento en que sean interrogados en el juicio oral-, a quienes les corresponde una disminución hasta de la tercera (1/3) parte de la “pena imponible”,  a decir de los artículos 352 y 356 numeral 5°, ibídem.

v) El parágrafo en cuestión utiliza las palabras “el beneficio”, sin ofrecer elementos para conceptualizar el mismo, frente al guarismo respecto del cual se debe aplicar la rebaja de la pena; y sin razón alguna para distinguirlo de “la pena imponible”. Tal dualidad parece que no fue pensada ni concebida ex profeso por el legislador, pues en las exposiciones de motivos de la Ley 1453 de 2011, nada se dice al respecto. Nuevamente sería necesario aventurar interpretaciones alternativas.

Dicho de otro modo, ninguna pauta razonable contiene la Ley 1453 de 2011, ni se encuentra en las exposiciones de motivos, para aludir al concepto de “beneficio”, en el parágrafo introducido al artículo 301 del Código de Procedimiento Penal; cuando este cuerpo normativo habla de “la pena imponible”; y como se hace remisión de unos artículos a otros, combinar esos conceptos es imposible, sin suplantar al legislador, o sin generar interpretaciones perjudiciales a los intereses de los implicados.

vi) De conformidad con el numeral 7° del artículo 95 de la Constitución Política, es deber de todo ciudadano “Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia”.

Cuando un implicado, acepta ser responsable de los delitos que le imputan, está colaborando decididamente con la administración de justicia. El Estado le hace a cambio ciertas concesiones propias del derecho penal premial; las cuales están sujetas al principio de proporcionalidad, ya que la configuración legislativa no es arbitraria.

Si a todas las personas capturadas en flagrancia que se allanan a cargos, sin importar el momento procesal, se les concede una rebaja de la cuarta parte “del beneficio” o “de la pena imponible”, se desconoce el principio de proporcionalidad, porque quien admite primero su culpa colabora más con el Estado y merece mayor disminución, ya que el ahorro de instancia es el factor primordial.

vii) Si para que el parágrafo glosado funcione, se debe interpretarlo de manera que la única rebaja para todo allanamiento a cargos, en casos de flagrancia, sin importar el estadio procesal donde se materialice el sometimiento a la justicia, es de la cuarta parte, entonces se induce a ofrecer una solución igual frente a casos que son disímiles y que ameritan respuestas punitivas distintas. Tratar como iguales conductas o comportamientos procesales, cuando en realidad son diferentes, conlleva una manera de vulnerar el derecho a la igualdad (artículo 13 Superior), dado que no es razonable que presupuestos fáctico jurídicos diversos, reciban la misma respuesta por parte de la administración de justicia.

En consecuencia, se inaplicará el parágrafo del artículo 301 del Código de Procedimiento Penal, introducido por el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011.”
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1.2. M. P. BOLAÑOS PALACIOS FERNÁNDO LEÓN  Rad. 11001600001320111193901 (11-11-11) VIOLENCIA INTRAFAMILIAR - Circunstancia de incremento punitivo cuando la víctima es una mujer no aplica objetivamente: es necesario demostrar que el comportamiento del agresor fue motivado por concepciones discriminatorias de género.

 “En el presente acápite se desarrollará la idea según la cual la circunstancia de agravación punitiva para el delito de violencia intrafamiliar no procede objetivamente, esto es, automáticamente, en todos los casos en que resulta víctima una mujer; sino, en aquellos donde el ataque se comete por la condición de mujer; lo cual exige imputación fáctico jurídica y demostración de la responsabilidad subjetiva.

(…)

Como se observa, la circunstancia agravante por cometerse la violencia intrafamiliar contra una mujer, fue introducida por la Ley 882 de 2004, en cuyos antecedentes se alude y remite en forma diáfana a instrumentos internacionales, a través de los cuales la comunidad ha emprendido una lucha frontal contra la violencia dirigida hacia la mujer por razón de su condición femenina, del machismo y con motivo del puesto socioeconómico subalterno que desde lo masculino se le ha asignado en la sociedad. Vale decir, lo que se persigue a través de la represión penal incrementada es la violencia de género; en concreto, la violencia contra el género femenino.

2.6 En la exposición de motivos
 de la Ley 882 de 2004, se menciona la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer”; aprobada mediante la Ley 248 de 1995.

El Senador ponente hace énfasis en la “violencia doméstica”, ocasionada generalmente por la posición históricamente dominante del varón sobre la mujer; y destaca:

“Juristas internacionales coinciden en señalar que la violencia doméstica basada en el sexo viola el principio de igualdad ante la ley, y puede ser considerada como tortura, al ser violaciones flagrantes y sistemáticas de los derechos humanos, perpetradas “en tal cantidad y de tal forma como para crear una situación en la que el derecho a la vida, a la integridad o a la libertad personal (...) de uno o más sectores de la población de un país, son violados o amenazados en forma continua”.  Por este carácter generalizado es considerada una epidemia social, que transmite un mensaje de dominación: “Quédense en su sitio; tengan miedo”; sustentado en valores patriarcales de sumisión, exclusión y control autoritario del poder en la terrible lógica del predominio del más fuerte. Situación que no sólo afecta a las mujeres sino que obstaculiza el desarrollo de un sistema de valores democráticos y pacíficos en toda la sociedad y para cualquier persona.”
2.7 Los documentos que a continuación se mencionan contribuyen a cimentar la postura de la Sala, según la cual, la circunstancia de incremento punitivo para el delito de violencia intrafamiliar, no aplica objetivamente cuando la víctima es una mujer, sino que es necesario demostrar que el comportamiento del agresor provino motivado por concepciones de género, en el sentido discriminatorio y peyorativo contra la mujer, por el hecho de ser de ese género.

(…)

2.7.2 Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer. Naciones Unidas. Resolución de la Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993.

 “A los efectos de la presente Declaración, por "violencia contra la mujer" se entiende todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada.”

2.7.3  Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. “Convención de Belem Do Para”. (Brasil, 9 de junio de 1994).

 “PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres; 

(…)

 “Artículo 1°.Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.”

(…)

2.8 No debe perderse de vista la Ley 1257 de 2008 (4 de diciembre)
, “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”.

La Ley 1257 de 2008 alude directamente a la necesidad de reprimir la violencia que se despliega contra la mujer por cuestiones de género; esto es, por su condición de mujer, o por el hecho de pertenecer al sexo femenino:

“ARTÍCULO 2o. DEFINICIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. Por violencia contra la mujer se entiende /cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el ámbito público o en el privado…”.

2.9 Acorde con el cabal entendimiento acerca de lo que debe entenderse por violencia contra la mujer, esto es, la violencia que se manifiesta por problemas de género, cuando se trata de homicidio, la Ley 1257 de 2008, hizo una distinción muy clara, que se menciona como argumento adicional para fortificar el sentido de la postura de la Sala.

En efecto, la Ley 1257 de 2008, al modificar el artículo 104 del Código Penal (Ley 599 de 2000), en el numera 1°, estableció una circunstancia de agravación punitiva cuando ese delito se comete contra miembros de la familia (padres, madres, compañeros, compañeras, hijos, hijas, etc.); y en el numeral 11°, otra circunstancia específica “Si se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer”.

Dicho de otro modo, no todo homicidio contra una mujer es agravado.

Vale decir, si el delito de homicidio, que es una de las máximas violencias, es agravado cuando se comete contra una mujer, por el hecho de ser mujer, ha de interpretarse en modo razonable que el incremento punitivo para el delito de violencia intrafamiliar, también se activa única y exclusivamente cuando se comete contra una mujer, por el hecho de ser mujer.
En la misma línea de pensamiento, cabe afirmar que no toda violencia intrafamiliar donde la víctima es una mujer, debe ser agravada automáticamente.
 (…)

2.10 En el texto denominado “La violencia doméstica. Informe sobre los malos tratos a mujeres en España”
, se ofrece una completa caracterización de la violencia de género, auspiciada principalmente por la difusión de un paradigma patriarcal, muy antiguo pero vigente aún, en muchas esferas de actividad sociocultural. El enfoque de ese estudio es universal, de modo que sus lineamientos son compatibles con el caso colombiano.

Entre los rasgos más sobresalientes de la violencia de género, destaca los siguientes: i) necesidad de los hombres de controlar a las mujeres en el sistema social de patriarcado; ii) actos de extremismo relacionados con la raza, el sexo, el idioma o la religión que perpetúan la condición inferior que se le asigna a la mujer en la familia, el lugar de trabajo, la comunidad y la sociedad; iii) dominación masculina real o simbólica alentada por la desigualdad en la disposición de los medios para un desarrollo integral; iv) vínculo entre virilidad (que se muestra frente a los otros, como animales en disputa) y agresividad contra la mujer, como una forma burda de demostrar poder; v) el machismo, en cuanto conlleva la idea de superioridad de las cualidades masculinas más estereotipadas, como la fuerza y la agresividad, y empuja a los hombres a exhibirlas; vi) la creencia de “tener derecho” al acceso carnal sobre las mujeres sin consideración a los deseos y preferencias de ellas; vii) puede ser producida por las dependencias sociales y psicológicas, además de las económicas, que vinculan a las mujeres con sus agresores; viii) vulnerabilidad de la mujer ante las presiones masculinas, no solamente por no tener recursos propios de subsistencia sino por su especialización en el rol doméstico que produce, si no hay reciprocidad, connotaciones de servidumbre. 

En el mismo texto se concluye categóricamente:

“Los valores que sostienen el aprendizaje de la violencia son el sexismo y la misoginia. El sexismo es el desprecio de las mujeres y la creencia de que es conveniente ejercer sobre ellas el dominio y forzarlas a la sumisión, además de dedicarlas a las tareas serviles y rutinarias. La misoginia es el odio y el miedo a las mujeres, que también está estrechamente relacionado con las creencias acerca de la inferioridad de las mujeres y la necesidad de que sean controladas por los hombres (Bosch et al., 1999).”

2.11  A manera de conclusión preliminar, según lo antes visto, al tipificar el delito de violencia intrafamiliar -simple, por así decirlo-, el legislador incluyó las agresiones comunes contra las mujeres que ocurren en el marco de las relaciones familiares, pero que son carentes de cualquier connotación de género; y estableció una modalidad agravada de esa conducta, para los casos donde se demuestra que la violencia contra la mujer obedece a expresiones de género (machismo-feminismo), verificables cuando se comprueba la influencia de algunas de las características mencionadas, o motivaciones similares.

(…)

2.17 En síntesis, erradicada como fue la responsabilidad objetiva, no toda violencia intrafamiliar donde es víctima una mujer es agravada, sea el autor un hombre, o sea la autora una mujer.

La circunstancia que incrementa la punibilidad es aplicable únicamente cuando las pruebas demuestran que la violencia se ejerció contra la mujer, por cuestiones de género; vale decir, por el hecho de ser mujer.”
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1.3. M. P. BOLAÑOS PALACIOS FERNÁNDO LEÓN  Rad. 11001600005020081652301  (02-03-12) VÍCTIMA - Legitimidad para apelar el fallo condenatorio: Debe acreditar un daño o agravio real como consecuencia de la pena impuesta o beneficio otorgado.
“En ese orden de ideas, no cabe duda de que en la legislación Colombiana, a partir del artículo 250 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo 03 de 2002, las víctimas tienen una dimensión protagónica en el proceso penal, que es ampliamente reconocido en la doctrina y en la jurisprudencia.

4. Las víctimas tienen amplias posibilidades de intervención en el proceso penal, con el objetivo de buscar la verdad, que se haga justicia y obtener la reparación integral.

Por lo general, cuando se ha emitido sentencia condenatoria, las expectativas de verdad y justicia de las víctimas quedan satisfechas. Y si ello no es así, están habilitadas para impugnar el fallo, caso en el cual deben sustentar sus pretensiones, con argumentos destinados a demostrar cuáles aspectos de la realidad histórica aún o se dilucidad; y porque la sanción impuesta no alcanza a ser expresión material de justicia.

Por ello, es factible que, bajo ciertas circunstancias, la víctima también quede legitimada para solicitar el incremento de la sanción privativa de la libertad impuesta en la sentencia condenatoria; o pedir la revocatoria de algún subrogado.

Empero, en tales hipótesis es imprescindible que la víctima demuestre que a consecuencia de la cantidad de pena impuesta y/o del beneficio que se otorgó al implicado, se está generando o se va a producir un daño o agravio real, concreto y específico que conspira contra sus intereses.

Se invoca nuevamente el auto de 11 de noviembre 2009 (radicación 32564; M.P. Dr. Julio Enrique Socha Salamanca), donde la Sala de Casación Penal expresó:

“Por lo expuesto, cabe preguntarse si una providencia que ha puesto fin al proceso declarando la responsabilidad del sujeto pasivo de la acción penal judicial elimina el interés de la parte civil para impugnarla, y la respuesta a tal interrogante ha de atender la variable relacionada con que sí pese a esa decisión resultaron afectados los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, al no verse así materializados los intereses que legitiman su intervención procesal.

La Corte Suprema de Justicia ha hecho énfasis en que si la intervención de la parte civil está encaminada a la protección de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación, debe acreditar un daño concreto que amerite la defensa de los mismos, por ello, puede incluso apelar un fallo condenatorio identificando, en todo caso, el agravio que la decisión le ha causado…”
(…)
Se constata una vez más, que el derecho de la víctima a impugnar la sentencia condenatoria conlleva una carga argumentativa concreta, dirigida a demostrar que si el fallo no se modifica, para incrementar la pena o para revocar algún beneficio, entonces se causa un agravio concreto a sus intereses.

5. En el asunto que se examina, la persona directamente perjudicada con el delito fue la señora Enriqueta Quiroga Tova, a quien el Banco de Bogotá le reintegró su dinero. Entre otras razones, tal restitución explica que la entidad financiera hubiese comparecido en calidad de víctima.

Bajo las anteriores premisas, se observa que el Banco de Bogotá no acreditó en debida forma cuál era su interés particular y concreto en que a JHON JAIRO BERNAL PASTRAN  se le incrementara la pena de prisión y se le negara la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

En otras palabras, la víctima no logró demostró si en este caso la verdad no fue descubierta, o si no se hizo justicia. (Lo atinente a la reparación podrá debatirse en el incidente de reparación integral que eventualmente se promueva).

Quizá, a la víctima interesa que se aumente la privación de la libertad, para que desborde el límite de 36 meses de prisión establecido en el artículo 63 de la Ley 599 de 2000, de modo que BERNAL PASTRAN no pueda acceder a la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Así, aparentemente, lo que en realidad quiere la entidad financiera es que el implicado purgue su pena en un establecimiento penitenciario.

Es posible que en algún caso concreto, la víctima sí tenga razones atendibles para pretender que el perpetrador del agravio permanezca recluido, en tal hipótesis, así deberá demostrarlo.

En este asunto, en cambio, la víctima sugiere el confinamiento en una cárcel aduciendo que los comportamientos similares al de BERNAL PASTRAN pueden afectar el servicio público bancario, la confianza en las instituciones y hasta el prestigio de la entidad afectada.

6. Se observa que el argumento de la impugnación se construye sobre supuestos o en probabilidades, mas no en la acreditación de un efecto real y concreto de esa naturaleza, que hubiese padecido el Banco de Bogotá y que tuviera la connotación de gravedad que el apelante afirma, a partir del delito cometido por JHON JAIRO BERNAL PASTRÁN, quien era empleado de la misma entidad financiera.

No se explica por qué los 34 meses de prisión no son la respuesta justa, cuando esa pena está dentro de los límites de la legalidad, ni se explica en qué afecta al Banco de Bogotá, que su ex trabajador sea beneficiario de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

7. Pareciera que al Banco de Bogotá le interesa que el implicado sienta el rigor de la prisión, para que la expiación lo invite a reencauzar su conducta, para que el sistema financiero no vuelva a ser afectado por él; y para que sirva de ejemplo a terceras personas.

Esas pretensiones, cuya buena intención no se discute, sin ligarlas a un agravio real y concreto, que haya ocurrido o en este momento esté ocurriendo, no son susceptibles de alcanzar a través del recurso de apelación que el apoderado de la víctima interpuso contra la sentencia condenatoria”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines
  ALBERTO POVEDA PERDOMO     LEONEL ROGELES MORENO     NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA
             Presidente                              Vicepresidente
                   Relatora
� Gaceta del Congreso No. 304 de 2002. Poryecto de Ley 18 de 2002 Senado. Exposición de Motivos. Senador Ponente: Carlos Moreno de Caro. Se había llamado, en tono sarcástico “ley de los ojos morados”; y su trámite culminó al expedirse la Ley 882 de 2004.


� Diario Oficial No. 47193, del 4 de diciembre de 2008.


� ALBERDI Inés. MATAS Natalia. “La  violencia doméstica. Informe sobre los malos tratos a mujeres en España.” Fundación “La Caixa”. Colección de Estudios Sociales No. 10. Barcelona. 2002.  Edición electrónica disponible en Internet: � HYPERLINK "http://www.estudios.lacaixa.es" ��www.estudios.lacaixa.es� 


� Op. Cit. ALBERDI Inés. MATAS Natalia. P. 36. 
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